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TRIBUNAL SUPERIOR 
DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ

SALA DE DECISIÓN CIVIL

Bogotá, D. C., veintiséis de octubre de dos mil diez.
Magistrado Ponente:      Germán Valenzuela Valbuena
Radicado:     110013103013200700613 01     Procedencia: Juzgado 13 Civil del Circuito 

Proceso:         Ordinario de Abigail Peralta de Aguilar vs. Instituto Colombiano de Bienestar Familiar.

Asunto:          Apelación Sentencia

Aprobación:   Acta No. 53 – 13 octubre 2010.
Decisión:        Confirma 

Se resuelve el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia de 13 de octubre de 2009.
ANTECEDENTES 

1. La señora Abigail Peralta de Aguilar demandó al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar –ICBF–, para que se declarara que por la vía de la prescripción extraordinaria adquirió el dominio del predio identificado con la matrícula 50S–1186408 y demás características señaladas en la demanda.  

En consecuencia de lo anterior, solicitó se inscribiera el fallo en el certificado correspondiente y ante la autoridad el caso. 
2. Los fundamentos fácticos de las pretensiones admiten el siguiente compendio:

   a) Desde el mes de agosto de 1973, la demandante se encuentra ocupando el bien en calidad de poseedora, tiempo durante el cual ha ejercido actos de señora y dueña sin que en momento alguno hubiere reconocido dominio ajeno, ni se hubiere interrumpido civil o naturalmente el término señalado en la ley. 

   b) Por virtud de la sentencia del 22 de agosto de 1990, el Juzgado 7º Civil del Circuito de Bogotá adjudicó al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar el inmueble pretendido por la actora, sin que dicha institución hubiere ejercido la respectiva posesión.   
3. Luego de subsanada la demanda, ésta fue admitida y ordenada su notificación, así como el emplazamiento de las personas que se creyeran con derechos sobre el bien a usucapir, lo cual se llevó a cabo según dan cuenta los folios 87 y 97 del cuaderno uno.

4. El curador ad litem designado para ejercer la representación de las personas indeterminadas allegó escrito de contestación en el que se atuvo a los hechos y las pretensiones del libelo (f. 116).

Por su parte, la demandada allegó escrito de contestación en el que propuso la excepción que llamó “imprescriptibilidad de la acción”, y al propio tiempo formuló demanda de reconvención en la que solicitó se le restituyera el bien materia del litigio, del que aseveró ser propietaria, así como que se condenara a su contraparte al pago de los frutos “naturales o civiles (…) que el dueño hubiere podido percibir con mediana inteligencia y cuidado”.

Del auto que admitió esa demanda se corrió traslado a la demandante primigenia, quien guardó silencio. 

Terminada la etapa probatoria, se corrió traslado para alegar de conclusión, oportunidad aprovecha por ambas.

LA SENTENCIA APELADA
Luego de hacer un recuento del trámite del proceso, el juez ingresó en el estudio de la prescripción adquisitiva de dominio, en donde hizo referencia a los presupuestos que la integran, los que procedió a verificar en el presente caso.

En dicha tarea, se refirió a lo preceptuado por el numeral 4º del artículo 407 del C. de P.C., y de allí concluyó que las pretensiones no estaban llamadas a la prosperidad debido a que el inmueble materia de la demanda le pertenece a una entidad de derecho público, punto en el que trajo a colación un apartado jurisprudencial de la Corte Suprema de Justicia en el que fue dilucidada esta misma temática.  

Al ingresar al estudio de la demanda de reconvención, efectuó un análisis de las pruebas recopiladas en el expediente y coligió de ellas la mala fe de la demandante inicial, pues ésta afirmó ocupar el bien en calidad de arrendataria, por lo que negó el reconocimiento de las expensas de que trata el artículo 965 del C.C., a lo que agregó que no se demostraron las mejoras que según los hechos de la demanda fueron efectuadas por la actora.
LA APELACIÓN
Para atacar la decisión de primera instancia, el censor adujo que la demandada no es titular del derecho pleno de dominio, sino apenas de la mera o nuda propiedad, “mientras que el derecho de posesión lo tiene la demandante”.

Enfatizó que las facultades típicas del derecho de propiedad no han sido ejercidas por la demandada, por lo que “no podemos afirmar que el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar sea titular del derecho de dominio sobre el inmueble”¸ prerrogativa de la que destacó su carácter absoluto, exclusivo y perpetuo.     
Prosiguió señalando que ante la falta de uso del bien litigado por parte de la demandada, se evidencia que éste no está cumpliendo con su función social, de modo que resulta posible iniciar el proceso de pertenencia  contra quien figure como su propietario.
A manera de síntesis, indicó que, “son imprescriptibles los bienes de propiedad de las entidades de derecho público, pero según lo analizado”, la demandada, “no tiene el derecho pleno de propiedad (…), lo cual deja sin piso jurídico la imprescriptibilidad”.    
Finalmente, expuso idénticos motivos para resaltar la improsperidad de las pretensiones de la demanda de reconvención, y con base en todo lo manifestado, solicitó la revocación íntegra de la sentencia apelada.   
CONSIDERACIONES

1. El recurso de apelación que ahora es materia de análisis, reprocha la sentencia en razón a que en sentir de la parte actora el juez pasó por alto que la demandada no ejerció de manera plena el dominio sobre el inmueble materia del proceso, por lo que el argumento de la imprescriptibilidad no tiene cabida.

La perspectiva del anterior planteamiento, advierte desde ya la Sala, no está llamada a prosperar, como quiera que ella envuelve un entendimiento ambiguo del derecho real de dominio, que luego se relaciona equivocadamente con la figura de la imprescriptibilidad de los bienes de propiedad de las entidades de derecho público.          

En efecto, la actora sostiene que su contraparte tiene la nuda propiedad del inmueble litigado, empero, al mismo tiempo alega, de modo contradictorio, que el ICBF no es titular del dominio, posiciones ambas que pretende conciliar aduciendo que ésta prerrogativa, es decir la propiedad, no es ejercida de manera plena.   
El artículo 669 del C.C. señala que, “El dominio (que se llama también propiedad) es el derecho real en una cosa corporal, para gozar y disponer de ella, no siendo contra ley o contra derecho ajeno. La propiedad separada del goce de la cosa se llama mera o nuda propiedad.”.   
La norma en cita pone de relieve que la titularidad del dominio excluye la afectación de prerrogativas ajenas, o lo que es lo mismo, que ejercer las potestades o facultades en ella implícitas no traduce vulneración de los derechos de otros, como tampoco transgresión de la ley. Precisamente por esta razón es que los derechos reales, de los que hace parte el que se viene comentando, se definen como aquellos que “tenemos sobre una cosa sin respecto a determinada persona” (art. 665 ejusdem). 
Del aludido imperativo también se infiere que la circunstancia de no hacer uso de la cosa, no disponer de ella, o no efectivizar su goce, en manera alguna desata la consecuencia, por sí misma, de que el titular pierda el dominio, pues se reconoce expresamente la posibilidad de que un sujeto sea dueño, pero no goce de las facultades características del derecho de propiedad.
Que la propiedad pueda extinguirse en desmedro de su titular, es una circunstancia que no admite duda, pero es necesario precisar que más allá de que ello pueda acontecer por la desidia del dueño, es la actividad de quien pretenda obtener el dominio por la vía de la posesión indiscutible e ininterrumpida durante cierto lapso, la que, al margen de otras hipótesis, puede ocasionar el decaimiento de esa garantía, a lo que se llega reclamando de la justicia un pronunciamiento en dicho sentido. 
Ahora bien, derivar de la aludida inutilización del bien, la conclusión de que por ello no es imprescriptible, es confundir dos temáticas bien distintas. La imposibilidad de declarar la pertenencia, por ser el inmueble de propiedad de una entidad de derecho público, es una cuestión que se refiere al tratamiento diferenciado que el legislador le otorgó al patrimonio del Estado frente al de los particulares –en consideración a la función que cumple aquél en beneficio de los asociados–, lo cual nada tiene que ver con que el propietario no ejerza las potestades provenientes de su derecho de dominio, y menos con que de allí pueda derivarse que el bien es susceptible de prescripción adquisitiva en favor de quien sí ha adelantado actos que invoca como posesorios.
En el sub lite, la demandante formuló la acción con miras a que se le declarara propietaria del bien que dice fue inutilizado por su contraparte, pero dejó de lado que por mandato expreso de la ley procesal civil (num. 4º, art. 407), no es posible obtener ese resultado dada la especial situación del predio materia de la misma, además que en normatividad alguna se previene que la falta de goce, de uso, o de disposición por parte de la entidad titular del dominio, tiene como efecto la posibilidad de tornar en prescriptible aquello que no lo es.
   
Sobre el particular, la Corte Suprema de Justicia ha señalado que: “…ante la acción petitoria de dominio, el Juez está en el deber de examinar, en primer lugar, si el bien sobre el que ella recae es susceptible de adquirirse por el modo de la prescripción, a cuyo tenor debe reparar, en particular, que no se trata de un bien de propiedad de una entidad de derecho público, porque como lo señaló la Sala ‘…hoy en día, los bienes que pertenecen al patrimonio de las entidades de derecho público no pueden ganarse por el modo de la prescripción adquisitiva de dominio, no porque estén fuera del comercio o sean inalienables, como si ocurre con los de uso público, sino porque la norma citada (art. 407 del C. de P.C., se agrega) niega esa tutela jurídica, por ser ‘propiedad de las entidades de derecho público’, como en efecto el mismo artículo lo distingue (ordinal 4°), sin duda alguna guiado por razones de alto contenido moral, colocando así un dique de protección al patrimonio del Estado, que por negligencia de los funcionarios encargados de la salvaguardia, estaba siendo esquilmado, a través de fraudulentos procesos de pertenencia.’(Sent. de 12 de febrero de 2001, exp.: 5597)”.
  
En suma, siendo como lo es una realidad del proceso, que la demandada es la propietaria inscrita del bien disputado (fs. 42, 45, 46 y 48, c. 1), y que por su naturaleza jurídica de entidad de derecho público ese predio no le puede ser arrebatado por la senda de la usucapión, con independencia de si lo utiliza o explota económicamente, la sentencia, en ese aspecto, habrá de confirmarse.     
3. En lo que atañe a la reivindicación, el recurso expone los mismos argumentos, de manera que la Sala, para despachar este aspecto de la censura, habrá de tener por reproducido lo enunciado en precedencia.
Con todo, no sobra anotar que el propósito de la acción de dominio es la restitución de la cosa de que se es dueño, pero de la que no se está en posesión (art. 946 C.C.), lo que pone de relieve que censurar la acción del reconviniente por no haber ejercido la posesión sobre el bien, como se hace en la apelación, reviste un evidente contrasentido, pues es precisamente esa situación de despojo material la que fundamenta la petición reivindicatoria. 

Ahora, no es objeto de duda que quien alega posesión sobre un bien, está amparado por la presunción de dominio mientras otra persona no acredite serlo, cual se desprende del artículo 762 del C.C., punto sobre el cual la Corte Suprema de Justicia ha expresado que: “La posesión es la más elocuente manifestación del derecho de dominio, pues mediante ella además de exteriorizarse sus atributos, ordinariamente lo reflejan por cuanto normalmente cada cual posee lo que le pertenece, es decir, el poseedor de una cosa es también su propietario. Por tal razón, la ley le prodiga amparo, como una complementación de la tutela que brinda al derecho de dominio, presumiendo que quien se halla en esa relación de conexidad con las cosas es su dueño, hasta tanto otra persona no justifique serlo (…)”.
Sin embargo, cuando en oposición a ese interés del poseedor se contrapone la petición de dominio de quien se afirma como propietario, la misma corporación ha precisado que, “es el propietario del bien objeto de reivindicación, quien tiene legitimación por activa para el ejercicio de la acción de dominio, sin que pueda exigírsele un requisito adicional o distinto (plus), como el haber ostentado la posesión material sobre la cosa (anterius) y haberla perdido ulteriormente (posterius), pues siendo la reivindicatio una diáfana, amén de tuitiva expresión del derecho de propiedad, obvio resulta que lo que se debe detentar y, por contera proteger, es este derecho, sin miramiento a si el demandante, efectivamente, ostentó o no la posesión, lo cual, para este fin, resulta totalmente irrelevante, en un todo de acuerdo con lo reglado por el ordenamiento civil, según lo corroboran sus indiscutidos y elocuentes antecedentes (etiología de la codificación chilena).         

“Esta ha sido, hay que subrayarlo ab initio, la postura conceptual adoptada por la jurisprudencia patria desde hace varias décadas, la que ha precisado, como lo recordó el ad quem, que ‘no es elemento de la acción de dominio ni que el propietario haya estado en posesión del bien, ni que el demandado lo haya desposeído’ (cas. civ. de julio 1º de 1.987; sentencia No. 247), pues ‘Al otorgarle el artículo 946 esta acción al dueño de cosa singular ‘de que no está en posesión’ adoptó esta fórmula del proyecto inédito de Bello que sustituyó la consignada en el de 1853 (art. 1030 que expresaba: ‘cuya posesión haya perdido’). De esta suerte quedó clara y acertadamente definida la milenaria polémica doctrinal acerca de si para la procedencia de la reivindicación era o no necesario que el actor ya hubiera entrado en posesión de la cosa’, destacando que ‘la solución de nuestro código es la acertada,…, porque la acción reivindicatoria emana directamente del derecho de dominio y, además, porque en el sistema del mismo código este derecho se adquiere mediante la sola inscripción registral del título traslaticio en tratándose de inmuebles, o por una tradición ficta o simbólica de los bienes muebles’ (CXXIX, pág. 110. Vid:  XXXIII, pág. 98 y CXXXIX, pág. 40). En suma, como lo ha corroborado la doctrina de vieja data, la acción en comento ‘corresponde también al propietario que no ha adquirido aún la posesión y no puede por eso gozar de la cosa de que es dueño’”
.(Subraya y resalta de la Sala).
Como se puede observar, la jurisprudencia, ya de antaño, ha sido clara en precisar que no resulta elemento sine qua non para acceder a las peticiones propias de la acción reivindicatoria, que el actor demuestre la posesión sobre el bien reclamado, sino que basta con acreditar su titularidad sobre el derecho de dominio, por sí suficiente para aniquilar la presunción que se dijo ampara al prescribiente. 
Finalmente, se debe insistir en que la principal razón para negar en este caso las pretensiones, radica en el carácter imprescriptible del inmueble, por ser de propiedad de una entidad de derecho público, de manera que la ausencia de actos de verdadero dueño, llevados a cabo por el ICBF, desde ninguna perspectiva contribuye para el buen suceso de la demanda, y como se acaba de exponer, tampoco para hacer nugatoria la solicitud de reivindicación.     
Sobre la reunión de los requisitos que se exigen para la prosperidad de la citada acción dominical, la Sala no encuentra reparo alguno, de manera que las decisiones tomadas sobre el particular también habrán de confirmarse. No se impondrá condena en costa en esta instancia por no aparecer causadas.
DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, D.C., en Sala de Decisión Civil, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia apelada, de fecha y origen anotadas. Sin costas en esta instancia.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
Los Magistrados, 

GERMÁN VALENZUELA VALBUENA

OSCAR FERNANDO YAYA PEÑA

MANUEL ALFONSO ZAMUDIO MORA 

Radicado: 110013103013200700613 01.-

� Es útil referir lo indicado por la Corte Suprema de Justicia acerca de las motivaciones que sustentan la imprescriptibilidad de los bienes pertenecientes al patrimonio estatal, sin atender a su especial clasificación en fiscales o de uso público, utilizada en este caso por el apelante como argumento para definir sobre la efectividad de la acción de pertenencia, ya que trae al debate la función social que deben cumplir los bienes de la Nación. Dijo entonces la Corte: "...No se ve, por eso, por qué están unos amparados con el privilegio estatal de la imprescriptibilidad y los otros no, siendo unos mismos su dueño e igual su destinación final, que es el del servicio de los habitantes del país. Su afectación, así no sea inmediata sino potencial al servicio público, debe excluírlos de la acción de pertenencia, para hacer prevalecer el interés público o social sobre el particular, (. ..) al excluír los bienes fiscales de propiedad de las entidades de derecho público de la acción de pertenencia, como lo dispone la norma acusada, no se presenta infracción del artículo 30 de la Constitución, por desconocimiento de su función social, sino que ese tratamiento es el que corresponde al titular de su dominio y a su naturaleza, de bienes del Estado y a su destinación final de servicio público". (G.J. Tomo CLVII, pág. 263).         


� Sentencia del 31 de julio de 2002. M.P., Dr. Nicolás Bechara Simancas, exp.: 5812.


� Corte Suprema de Justicia, sentencia de casación del 13 de diciembre de 2002. M.P., Dr. Carlos Ignacio Jaramillo Jaramillo, exp.: 7137. 
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